
Que reforma los artículos 5o. de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, y 3o. y 133 de Ley Federal del 

Trabajo, suscrita por los diputados Jorge Álvarez Máynez y 

Víctor Manuel Sánchez Orozco, del Grupo Parlamentario de 

Movimiento Ciudadano 

 
Los suscritos, diputados Jorge Álvarez Máynez y Víctor Manuel 

Sánchez Orozco, miembros de la fracción parlamentaria de 
Movimiento Ciudadano, y en apego a las facultades y atribuciones 

conferidas por el artículo 71 fracción II de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos; y los artículos 6 numeral 1 fracción I y 

artículos 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados del 

honorable Congreso de la Unión, someten a la consideración de esta 

asamblea, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma 

disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos y de la Ley Federal del Trabajo, con base en la siguiente 

Exposición de Motivos 

Durante el siglo XIX y primeras décadas del XX, entendíamos a la pena 

de prisión como elemento de “regeneración moral”, término utilizado 

por diversos estudiosos del fenómeno penitenciario como Bentham, 

Tocqueville y Beaumont o Mabillon. 

El estado mexicano reconoce la importancia de la reinserción social de 

los individuos al establecerlo en su máximo ordenamiento jurídico, en 

el artículo 18 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicano, que señala: 

“El sistema penitenciario se organizará sobre la base del respeto a los 

derechos humanos, del trabajo, la capacitación para el mismo, la 

educación, la salud y el deporte como medios para lograr la 

reinserción del sentenciado a la sociedad y procurar que no vuelva 

a delinquir , observando los beneficios que para él prevé la ley.” 

La reforma constitucional en materia de justicia penal y seguridad 

pública de 2008, abandonó el término “readaptación”, que implica que 

el delincuente es un desadaptado, e incorporó el de “reinserción”, que 

ayuda a formar la convicción de que nuestro sistema actual se decanta 

por un derecho penal sancionador de actos o de delitos, y no de 

personalidades.1 

Es decir, se eliminó cualquier vestigio de un “derecho penal de autor”, 

permisivo de la estigmatización de quien ha cometido un delito, para 

adoptar un nuevo sistema penal que opera bajo el entendimiento de que  

el infractor puede y debe hacerse responsable de sus propios actos y, 



por tanto, basta con la comisión del delito (previa tipificación en la ley) 

para que el Estado cuente con la legitimidad para sancionarlo.2 

La reinserción social es más compatible con un entendimiento 

democrático y expansivo de los derechos de los sentenciados, que 

aquella visión en la que se admite suponer que el infractor es un 

delincuente, al cual el Estado debe reivindicar o reformar; no acepta, 

pues, la idea de que el culpable de algún delito se caracteriza por ser 

desadaptado, enfermo, o peligroso.3 

El concepto de reinserción social debe interpretarse como un principio, 

es decir, como un conjunto de derechos y criterios de justicia 

penitenciaria fundados en los derechos humanos del sentenciado, en el 

trabajo, la capacitación para el mismo, la educación, la salud y el 

deporte, conforme a lo establecido por el artículo 18 constitucional. 4 

Así, el sistema de ejecución de penas debe estructurarse en función de 

los derechos y criterios de justicia que corresponden a la reinserción 

social; lo que supone obligaciones para los tres Poderes de la Unión con 

la finalidad de que el sistema en su conjunto satisfaga los estándares 

que este principio establece.5 

La reinserción en la sociedad del sentenciado pasa fundamentalmente 

por ser un individuo productivo. Sin embargo, el hecho de no poder 

acceder a una carta de no antecedentes penales imposibilita al individuo 

al salir de los centros de readaptación poder obtener un ingreso de 

manera honesta y digna, lo cual puede orillar a que pueda delinquir 

nuevamente. Esta dramática realidad lo señala la Auditoría Superior de 

la Federación en su informe sobre la función de gobierno que de 3,934 

internos del fuero federal que obtuvieron el beneficio de libertad 

anticipada en 2009, sólo 1.1 por ciento logró colocarse en un puesto de 

trabajo. 

La discriminación laboral, jurídica y de facto, constituye una barrera 

importante para la reinserción social. La estigmatización a la que son 

sometidos, socialmente, implica una vulneración a sus derechos 

humanos, pues son castigados más allá de lo que determina su pena, la 

sociedad les impone una pena mucho más grave de la ya cumplida 

dentro de la cárcel. 

Existen diversos factores por los que las personas no pueden lograr una 

correcta reintegración a la sociedad como poca formación profesional, 

escaso nivel educativo, una ruptura de sus vínculos sociales y 

familiares. Estas personas son víctimas de discriminación laboral por el 

hecho de haber estado dentro de prisión.6 El castigar a una persona con 

pena de cárcel conduce a un proceso de estigmatización en donde al 



designarlos como criminales tendemos a verlos como personas 

peligrosas, en quienes no se puede confiar, esto produce que las 

personas que han cumplido sus condena, vean sus derechos humanos 

constantemente violados en diversos contextos, uno de ellos el laboral. 

El Estado mexicano destina millones de pesos en el sistema de justicia 

penal y al sistema penitenciario pero no se atiende el tema de 

prevención del delito, el cual incluye lograr una correcta reinserción a 

la sociedad por parte de las personas que han estado en la cárcel. Sin 

embargo, si se les etiqueta formalmente como criminales, el estigma 

llega a convertirse en una característica grupal con la que los individuos 

tenderán a adoptar actitudes y comportamientos asociados con tal 

estigma.7 

La presente iniciativa pretende eliminar uno de los factores -la solicitud 

de la Carta de No Antecedentes Penales a aspirantes a algún empleo- 

por los que se pueden llegar a generar estos estigmas y de esta manera 

atender dos finalidades concretas del sistema penitenciario: lograr la 

reinserción del sentenciado a la sociedad y procurar que no vuelva a 

delinquir. 

Por todo lo anterior, se somete a su consideración, la presente iniciativa 

con proyecto de 

Decreto que reforma disposiciones de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos y de la Ley Federal del Trabajo 

Primero. Se añade un párrafo al artículo 5° de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos para quedar como sigue: 

Artículo 5o. A ninguna persona podrá impedirse que se dedique a la 

profesión, industria, comercio o trabajo que le acomode, siendo lícitos. 

El ejercicio de esta libertad sólo podrá vedarse por determinación 

judicial, cuando se ataquen los derechos de tercero, o por resolución 

gubernativa, dictada en los términos que marque la ley, cuando se 

ofendan los derechos de la sociedad. Nadie puede ser privado del 

producto de su trabajo, sino por resolución judicial. 

No podrán establecerse condiciones que impliquen discriminación 

hacia los trabajadores por motivo de sus antecedentes penales, por 

tanto, queda prohibido solicitar a los aspirantes a un empleo 

constancia de no antecedentes penales, con excepción de los cargos 

públicos que, conforme a la ley sea necesario este requisito. 

[...]. 

[...]. 

[...]. 

[...]. 



[...]. 

[...]. 

[...]. 

Segundo. Se añade un párrafo al artículo 3° y se reforma el numeral I 

del artículo 133, de la Ley Federal del Trabajo para quedar como sigue:  

Artículo 3o. [...]. 

No podrán establecerse condiciones que impliquen discriminación 

entre los trabajadores por motivo de origen étnico o nacional, género, 

edad, discapacidad, condición social, condiciones de salud, religión, 

condición migratoria, opiniones, preferencias sexuales, estado civil o 

cualquier otro que atente contra la dignidad humana. 

[...]. 

Se considerará discriminatorio solicitar a los aspirantes a un 

empleo constancia de no antecedentes penales, con excepción de los 

cargos públicos que, conforme a la ley sea necesario este requisito. 

[...]. 

Artículo 133. Queda prohibido a los patrones o a sus representantes: 

I. Negarse a aceptar trabajadores por razón de origen étnico o nacional, 

género, edad, discapacidad, condición social, condiciones de salud, 

religión, opiniones, preferencias sexuales, estado civil, antecedentes 

penales (con excepción de los cargos públicos que, conforme a la ley 

sea necesario este requisito) o cualquier otro criterio que pueda dar 

lugar a un acto discriminatorio. 

II. [...] 

III. [...] 

IV. [...] 

V. [...] 

VI. [...] 

VII. [...] 

VIII. [...] 

IX. [...] 

X. [...] 

XI. [...] 

XII. [...] 

XIII. [...] 

XIV. [...] 

XV. [...] 

Transitorio 

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de 

su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 8 de diciembre de 2015. 

 

Diputados: Jorge Álvarez Máynez, Víctor Manuel Sánchez Orozco 

(rúbricas). 


